
Del capítulo de ESPECÍFICOS: 

 

Sexagésimo segundo. En un esquema de planeación democrática y con la participación de la 

sociedad, grupos ambientalistas, agrupaciones de expertos y profesionales, inicie un proceso de 

modernización de los sistemas operadores del agua que incluya la modernización de la 

infraestructura hidráulica, incluyendo la sustitución gradual de las redes de agua y 

alcantarillado a efecto de optimizar su rendimiento y supresión de fugas. Así como la instalación 

de infraestructura separada para la conducción de descargas fisicoquímicas y biológicas, lo 

anterior en un proceso planificado que permita su tratamiento adecuado. 

 

Sexagésimo cuarto. Gestión y ofrecimiento a los consumidores, de artículos y tecnología que 

hagan posible el ahorro de agua, que se utilice un sistema de financiamiento que permita su 

cambio gradual, a plazos y mediante cobros parciales. 

 

Sexagésimo quinto. Realizar un catálogo de experiencias exitosas de manejo de agua en las 

colonias de la ciudad, que pueda servir de ejemplo para otras colonias y reconocerle al ciudadano su 

poder de acción para que coadyuve en la solución de sus problemas. 

 

Sexagésimo sexto. Diseñe estrategias de cobro mediante un plan que integre los elementos de 

simplicidad, trasparencia y predecibilidad. 

 

Sexagésimo séptimo. Actualice y publique periódicamente en su página de Internet los resultados 

de los análisis de la calidad del agua de todas las fuentes de abastecimiento para los municipios de 

la cuenca de El Ahogado. 

 

Sexagésimo octavo. Iniciar los procesos tendentes a obtener las certificaciones de calidad sanitaria 

del agua potable por parte de la Secretaría de Salud, adoptando los requisitos y características 

previstas en la NOM-127-SSA1-1994 modificada el 22 de noviembre de 2000. 

 

Sexagésimo noveno. En estricto cumplimiento del principio de proporcionalidad en el cobro de 

impuestos relativos al saneamiento de aguas, que los que más contaminen sean quienes más paguen 

y los que realicen acciones de preservación, saneamiento y uso razonable del agua reciban 

estímulos y exenciones tributarias. 

 

Septuagésimo. Elaboren las propuestas de cambios legislativos mediante los cuales se cree un 

Consejo Ciudadano encargado de diseñar las líneas generales de actuación del Sistema 

Intermunicipal de Agua Potable y Alcantarillado, así como de vigilar y auditar el uso de sus 

recursos. 

 

Septuagésimo primero. En las propuestas de cambios legislativos referidas en el punto anterior, se 

apliquen las mejores prácticas internacionales financieras a fin de contar con recursos suficientes 

para promover una cultura de cuidado y uso responsable del agua. 

 

Septuagésimo segundo. Que el plan integral para la dotación de agua potable para Guadalajara 

parta de su demanda, basada primordialmente en estudios diagnósticos que garanticen el acceso al 

agua para la vida humana, y abandonar la actual preponderancia económica que se da a la oferta del 

líquido vital. 

 

Septuagésimo tercero. Que la política pública que se diseñe, aplique y evalúe, vaya más allá de la 

consideración económica costo/beneficio, y se incorporen valores éticos tales como el principio de 



precaución, preservación e inconmensurabilidad compatibles con la tecnología y que permitan una 

verdadera gestión social. 

Del capítulo de GOBERNANZA: 

 

Primero. Asuman la gobernabilidad democrática como modelo para la gestión del agua y con esa 

premisa se incrementen y fortalezcan los espacios de participación social efectivos; se tengan 

mecanismos claros para escuchar a los ciudadanos y que su opinión sea considerada en la definición 

de políticas públicas y en la toma de decisiones relacionadas con el aprovechamiento del agua. Lo 

anterior debe incluir al menos las siguientes condiciones: 

 

a. Acceso a la información ambiental 

b. Acceso a la justicia ambiental 

c. Acceso a la participación pública 

d. Rendición de cuentas 

 

Segundo. Respeten la integridad corporal y la libertad y seguridad jurídica de los defensores del 

derecho al ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Para tal efecto, deberán comprometerse 

como garantes de los derechos de las distintas expresiones de la sociedad civil y sus líderes, a la 

participación activa en la toma de decisiones, a la organización social y libre derecho de 

manifestarse y difundir ideas, opiniones e información sin más limitaciones que las señaladas en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Tercero. Convoquen, de entre la sociedad civil y de la comunidad académica y científica, a 

especialistas para que analicen y determinen las acciones oportunas y convenientes a fin de resolver 

los graves problemas de contaminación y sus efectos entre la población de las diferentes localidades 

establecidas en las márgenes de las cuencas de El Ahogado y del alto Santiago. Lo anterior, para 

que la toma de decisiones no se politice y la realicen órganos colegiados respetables e 

independientes que trasciendan las administraciones. 

 

Cuarto. Establezcan un departamento o área especializada para la atención de los asuntos que 

originen conflictos sociales. Estas áreas deberán estar formadas por un grupo interdisciplinario de 

especialistas que se conviertan en gestores integrales y que basados en los principios de 

transparencia, respeto, ética y democracia participativa, promuevan soluciones y prevengan 

inconformidades mediante estudios de impacto social. Para ello deberán establecer monitoreos 

permanentes de cualquier proyecto que ellos promuevan o autoricen los gobiernos.  

 

Quinto. Establezcan un órgano técnico mixto integrado por representantes gubernamentales, 

expertos y sociedad civil, dotado de facultades para revisar y validar los proyectos para la 

construcción de plantas de tratamiento de aguas residuales industriales, con base en la 

caracterización de la descarga. 

 

Sexto. Establezcan un programa especial para estimular la participación ciudadana, con becas para 

investigadores o tramitadores de casos de justicia ambiental. 

 

Séptimo. Pongan en marcha un sistema de transparencia y comunicación, que permita a las 

víctimas o afectados por contaminación del agua dialogar de manera directa con las autoridades 

encargadas de los proyectos de restauración y mantenimiento; cuenten con canales expeditos en sus 

propias localidades para efectuar denuncias, y que sean atendidas sus peticiones individuales o 



colectivas. Además, dispongan de información clara, oportuna y fidedigna de las actividades que se 

pretenda ejecutar y su viabilidad. 

 

Octavo. De manera especial se recomienda a todas las instituciones de gobierno que todas las áreas 

vinculadas al tema ambiental de la administración a su cargo, con una metodología científica y en 

un esquema incluyente y de cooperación, sostengan reuniones de trabajo con el objetivo de cumplir 

al menos los siguientes propósitos: 

 

Fortalecer la vinculación interinstitucional 

 

Establecer bases para comunicarse mediante el reconocimiento de limitaciones y fortalezas, para lo 

cual deberán aplicarse dinámicas que fomenten la interacción entre los equipos de trabajo, se 

comparta información y se evite la duplicidad de labores. 

 

Generar la inclusión en la participación y la generación de políticas y líneas de trabajo, mediante la 

integración de equipos con diferentes niveles de experiencia para motivar una visión integral. 

 

Identificar facultades y atribuciones de cada una de las instituciones involucradas, mediante la 

creación de un sistema que norme a los actores, y darlo a conocer a la población para que sepa a 

quién dirigirse en cada caso. 

 

Homologar criterios para la generación y procesamiento de información. 

 

Analizar, sistematizar, vincular y socializar la información existente en un banco de datos y un 

acervo documental de acceso público. 

 

Establecer un plan integral, a partir de un diagnóstico, a fin de identificar con qué información y 

recursos se cuenta, quién puede disponer de ellos y cuáles son las siguientes acciones. 

 

Caracterizar integralmente la situación actual para identificar áreas de oportunidad. 

 

Dar prioridad al diálogo en la toma de decisiones significativas, como puede ser vincular el 

problema de la cuenca Lerma-Chapala. 

 

Publicar avances para hacer evaluaciones permanentes y específicas a cada instancia responsable. 

 

Establecer mecanismos conjuntos para difundir el conocimiento mediante programas de educación. 

 

Atender las necesidades de la población desde la perspectiva científica, explicando de forma 

sencilla y adecuada para generar confianza. 

 

Prever en cada acción que sea discutida el impacto social. 

 

Dar prioridad a la búsqueda de estrategias para reducir la contaminación en los puntos clave y 

fuentes difusas, para la protección y restauración de hábitats, bosques, humedales y arroyos. 

 

Generar un sistema de investigación geográfica. 



 

Elaboración de programas de componentes y funciones de la cuenca. 

 

Elaborar una lista de temas de investigación que permita a las instituciones académicas y otras 

instancias organizar sus trabajos para evitar la duplicidad de actividades, favorecer la concordancia 

y el mejor uso de recursos y asegurar la aplicación práctica de los resultados de estas 

investigaciones. 

 

Noveno. Crear el servicio civil de carrera, y donde ya exista, fortalecerlo para garantizar la 

estabilidad laboral y motivación de los servidores públicos, para que se especialicen de forma 

gradual en el manejo de problemas ambientales. 

 

Décimo. Fortalecer sus procesos internos para generar expertos y propiciar mejores decisiones. Para 

lo anterior se sugiere considerar en todos sus procesos la creación de marcos organizativos con 

sustento científico y conocimiento real de recursos y necesidades, privilegiando la conservación y 

capacitación del recurso humano.  

 

Undécimo. Crear un blindaje mediante políticas transversales, científicas e incluyentes, que 

atiendan la realidad política y las dinámicas de poderes, considerando que los procesos de 

saneamiento deben atender criterios técnicos. 

 

Duodécimo. Se solicita a los tres poderes del Estado y a los ayuntamientos involucrados, revocar 

las disposiciones legales que obstruyan la correcta aplicación de las medidas solicitadas y aplicar las 

que sean necesarias para un control definitivo sobre la calidad del agua y los mecanismos para su 

saneamiento en un término máximo de un año, contado a partir de la emisión del presente 

documento. 

 

 

 


